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Las medidas aprobadas aceleran nuestro desplome al pozo de la depresión 
económica y de la desprotección social 

Junto a los recortes anteriores, conforma un programa oculto sin legitimidad 
democrática: los ciudadanos deben opinar sobre este nuevo y lesivo rumbo 

QUIEREN DESMANTELAR NUESTRO MODELO SOCIAL 
Hay salida de la crisis, pero no así. Hay otras alternativas posibles 

 

VALORACIÓN GENERAL 

Las medidas aprobadas por el Gobierno del PP a través de dos reales decretos ley 
constituyen una nueva vuelta tuerca en la estrategia del desmantelamiento 
económico y social que aplica desde su llegada al gobierno, hace poco más de 
seis meses. La consecuencia que tendrán es evidente: más paro, mayores niveles 
de pobreza y descohesión social, menos derechos sociales y laborales, y 
menores posibilidades de salir de la crisis en un futuro.  
Cabe resaltar cinco ideas: 

1. Nuestro país está intervenido de facto. El rescate financiero solicitado a la 
Comisión, y que el Gobierno decía que no tendría repercusiones macroeconómicas, 
se traduce, como desde UGT venimos indicando, en esta batería de fortísimos 
recortes y perversos cambios estructurales en nuestro modelo socioeconómico. Y el 
Gobierno lo sabía. Ha sido otra mentira más a los ciudadanos, que sumar a la larga 
lista de incumplimientos y falsedades que ha acumulado en tan sólo seis meses de 
gobierno. Tras la ruptura unilateral del marco laboral y los drásticos recortes 
realizados en el sector público y en las políticas esenciales que presta, el paquete 
de medidas anunciado ahora pretende culminar la ruptura de nuestro modelo 
social y de convivencia: recorte de las prestaciones por desempleo, rebaja de 
las pensiones, desmantelamiento del sector público y más imposición 
indirecta. 

2. El Gobierno es el responsable máximo de esta situación: ni sabe ni quiere 
escapar de esta intervención, porque le sirve de coartada para aplicar sus 
políticas. Este Gobierno no actúa sólo al dictado de la Comisión, sino que es 
responsable de las políticas planteadas y aplicadas, con las que muestra una 
indisimulada complacencia activa. Hay muchas medidas aprobadas que nada 
tienen que ver ni con las recomendaciones de la Comisión, ni con el ajuste 
presupuestario, ni con la reactivación, sino que son profundamente ideológicas.  El 
grueso de las medidas que está aplicando forman parte del ideario del PP, y 
las ha defendido reiteradamente cuando estaba en la oposición. Es, en 
definitiva, la efectiva aplicación de su programa real, el que ocultó en la 
campaña de las elecciones generales. 

3. Las medidas planteadas aceleran nuestra caída al pozo de la depresión 
económica, y reducen las posibilidades de salir de él. En términos económicos, 
las iniciativas propuestas son absolutamente contraproducentes. Son medidas 
procíclicas, es decir, que promueven menos consumo, menos inversión, menos 
actividad y, en definitiva, más recesión y más paro. La detracción de la economía 
de 65.000 millones de euros (por el efecto conjunto del recorte de gasto y del 
aumento de impuestos; 55.000 ahora, y 10.000 adicionales con las reformas que 
están por venir) se añaden el fuerte recorte ya aplicado en los Presupuestos de 
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este año y en las medidas posteriores, y sencillamente impiden todo atisbo de 
reactivación y toda expectativa de que esta sea posible en los próximos años.  

4. Hay alternativas a la demolición que está llevando a cabo el Gobierno del PP, 
pero no las quieren aplicar. El Presidente Rajoy dijo literalmente en su 
comparecencia en el Congreso el miércoles: “Hago lo único que se puede 
hacer”. Una frase que pretende a la vez exculpar a su Ejecutivo de las antisociales 
e ineficaces medidas que está adoptando e inculcar el mensaje de que no es 
posible otra política. Busca la resignación de los ciudadanos, que admitan este 
despropósito como algo ineludible que hay que asumir. Porque cuando no hay 
alternativa, la única posibilidad que cabe es la colaboración o la aceptación de la 
situación. Es la conocida “doctrina del shock”. Pero esto no es cierto. Hay otras 
políticas posibles que se pueden y deben poner en marcha, porque las que se 
están aplicando son ineficaces e injustas. Son equivocadas y perversas. Hay 
salida a la crisis, pero no así. 

5. El Gobierno ha demostrado que no tiene ni la más remota voluntad de 
dialogar o buscar consensos. Las recomendaciones de la Comisión son la 
excusa que necesita para gobernar sin rendir cuentas, eludiendo las mínimas 
responsabilidades institucionales y democráticas. Una ausencia de diálogo que 
se ha convertido en estos seis meses es una característica de la forma de gobernar 
del PP, cómodo con su mayoría absoluta para eludir cualquier contraste de 
opiniones y laminar las posiciones críticas. En la rueda de prensa posterior al 
Consejo de Ministros la Vicepresidenta Primera dijo: “Haremos lo posible por 
preservar los consensos”. Viniendo de un Gobierno que no sólo no alcanza 
consensos, sino que ni siquiera informa y consulta como le mandatan las normas, la 
frase suena cínica. 

En su exposición del pasado miércoles, el Presidente Rajoy dijo: “La única pregunta 
que debe importarnos es: ¿Servirá de algo? ¿Servirán de algo tanta estrechez y tantas 
apreturas?” Él se respondió que sí. La mayoría de expertos no opinan igual. El Premio 
Nobel de Economía Paul Krugman, por ejemplo, ha contestado en su reputado blog 
también a esa pregunta, de manera muy diferente. Ha dicho: "Rajoy impone una 
austeridad severa, que aumentará el desempleo y que no mellará significativa en el 
problema fiscal o el problema de competitividad". “Las medidas, por tanto, no tienen 
sentido”. El Premio Nobel ha definido nuestra situación como “el dolor sin sentido de 
España”.  

Dolor sin sentido para salir de la crisis, sí; pero con mucho sentido para demoler 
nuestro modelo social y cambiar las bases de nuestro sistema socioeconómico, 
surgido del consenso en los primeros años de nuestra última fase democrática. La 
mayoría de los ciudadanos así lo están percibiendo.  

Por todo ello, UGT llama a la movilización frente a este ataque 
descomunal a nuestro modelo social y de convivencia. 
 
VALORACIÓN DE LAS MEDIDAS CONCRETAS 

Resumen: 

Intensa subida del IVA, en los tipos y la clasificación de los productos: varapalo 
a los consumidores y a la justicia del sistema tributario 
Rebaja de las cotizaciones empresariales: una reivindicación histórica de la 
patronal incoherente con la consolidación presupuestaria y que atenta contra la 
financiación de las pensiones 



Primera valoración de las medidas de ajuste aprobadas por el Gobierno   

Sª ACCIÓN SINDICAL-COORDINACIÓN ÁREA EXTERNA. GABINETE TÉCNICO CONFEDERAL 4 

Recorte de las prestaciones por desempleo y del FOGASA: la concreción de la 
permanente culpabilización de los desempleados de su propia desgracia, y de 
una política sin conciencia social 
Reforma de la estructura de la Administración Territorial: una redefinición de 
aspectos competenciales esenciales sin diálogo y con efectos dudosos  
Nuevo ataque a los empleados públicos: más recortes salariales y ampliación de 
jornada. Por supuesto, unilateralmente, sin diálogo 
Recorte de las pensiones futuras: adelanto del factor de sostenibilidad. Implica 
ruptura del Acuerdo Social y Económico de febrero de 2011. Y una gran duda: 
¿Cómo se explica entonces que se rebajen las cotizaciones? 

 

Cuantitativamente, el Gobierno estima un coste total de las medidas aprobadas de 
56.441 millones hasta 2014, de los cuales aproximadamente 29.000 serán resultado 
de la subida de impuestos (deducida la rebaja de cotizaciones) y 27.000 del recorte de 
gastos. Por ejercicios, en 2012 el ajuste previsto es de 13.531 millones, en 2013 de 
22.865 millones, y en 2014 de 20.045 millones. Supone un ajuste descomunal para 
nuestra economía, equivalente a 1,3 puntos de PIB en 2012, a 2,1 puntos en 2013 y 
a 1,8 puntos en 2014, incompatible con la reactivación económica. Y seguramente el 
impacto recesivo será mayor, puesto que estos cálculos están hechos con las 
estimaciones de crecimiento que contenía el escenario económico de los PGE de este 
año y el Plan de Estabilidad 2012-2015, que deberían ser revisadas a la baja en 
coherencia con estos nuevos recortes, que suponen un marco aún más contractivo. 

 

IMPACTO ESTIMADO DE LAS MEDIDAS DE LOS RD‐L 20/2012 Y 21/2012 EN LOS INGRESOS Y LOS GASTOS 

  2012  2013  2014 
Acumulado 
2012‐2014 

IVA  2.300 10.134 9.670  22.104
Impuesto sobre Sociedades  2.585 2.450 2.450  7.485
Impuestos Especiales ‐55 390 390  725
IRPF  145 1.925 2.035  4.105
Recortes adicionales de gasto  1.000 0 0  1.000
Servicios públicos  5.425 1.923,4 1.871,7  9.220,1
Prestación por desempleo  1.909 5.805,9 6.049,4  13.756,2
Seguridad Social  69,8 ‐1.154,3 ‐3.893.9  ‐4.978,4
Ley de Dependencia  160 1.391 1.473  3.024

IMPACTO TOTAL DE LAS MEDIDAS  13.530,8 22.864,9 20.045,12  56.440,8

 
MEDIDAS ADOPTADAS PREVIAMENTE 

  2012  2013  2014 
Acumulado 
2012‐2014 

Ajuste Gobierno Central para 2012 27.300   27.300 
Planes económicos‐financieros regionales 18.425   18.425 
Salud y Educación regional  6.267   6.267 
Planes económicos de gobiernos locales 3.060 3.361 3.123  9.544 
Reforma de las Administraciones locales 3.500   3.500 

 
Fuente: Ministerio de Economía y Competitividad 
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Las principales medidas son las siguientes: 

Medidas tributarias 
Las medidas en el ámbito de los tributos son muy relevantes, y se suman a las 
aprobadas ya en paquetes anteriores (subida del IRPF, del IBI, del Impuesto sobre el 
tabaco y de las tasas jurídicas; reducción de deducciones en Sociedades; Plan de 
lucha contra el fraude; amnistía fiscal). En conjunto, se está acometiendo una 
verdadera reforma fiscal, eludiendo todo debate y sin que exista un planteamiento 
serio sobre el sistema fiscal que nuestro país precisa. Las medidas aprobadas 
suponen más impuestos para los consumidores, castigándoles más cuanto menor es 
su renta, y menos impuestos para las empresas. El Gobierno prevé un impacto global 
de 29.000 millones de euros, el 52% del ajuste total acometido ahora. 

Aumento del IVA  
Si asimilamos nuestra economía con una persona que se está ahogando, y bracea a 
duras penas para evitarlo, la subida del IVA equivale a atarle un yunque al cuello. Una 
medida absolutamente contraproducente, procíclica, que reducirá el ya ínfimo 
consumo, y por tanto la actividad. Promueve más recesión y más paro. Y más 
castigo para el bolsillo de los ciudadanos, cuyos problemas para llegar a fin de mes 
crecen. 

El aumento del tipo normal en tres puntos, del 18% al 21% se suma al realizado en 
2010, cuando pasó del 16% al 18%. Es decir, que en dos años ha aumentado un 
37,5%, 5 puntos porcentuales. Con ello, España ha pasado de ser uno de los países 
con un tipo más moderado (antes de esta reforma sólo había dos países en la UE de 
27 con un tipo menor, Chipre y Luxemburgo) a situarse en la media de la zona, por 
debajo de Alemania (19%), Francia (19,6%) o Reino Unido (20%). 

El tipo reducido sube también dos puntos, del 8% al 10%, situándose en un nivel 
intermedio (en el contexto europeo). Y pasan a tributar al tipo normal numerosos 
artículos que lo hacían hasta ahora al tipo reducido; todos menos el transporte, el 
turismo y la cesta de la compra básica. Esto supone una subida para el resto de 
artículos de 13 puntos porcentuales.  

La medida será efectiva desde el 1 de septiembre, y el Gobierno estima que será la de 
mayor impacto recaudatorio, unos 22.000 millones de euros hasta 2014. 
Hay que decir que la cuestión no es que no hubiera margen para aumentar el 
impuesto en términos comparados con Europa, como refleja el cuadro de situación de 
los tipos aplicables. Lo que se discute es el momento y la forma de llevarlo a cabo, 
así como la ausencia de una estrategia global que compense los efectos 
regresivos de este impuesto, que al ser pagado por todos los contribuyentes por 
igual (mismo porcentaje), resulta más gravoso cuanto menor es la renta. La medida 
aumenta la regresividad del conjunto del sistema, y por tanto lo hace más injusto. 

Es preciso, por otro lado, referirse al cinismo político del PP, que cuando estaba en la 
oposición criticó de forma vehemente la subida de este impuesto que adoptó el 
Gobierno anterior con los mismos argumentos que se le podrían aplicar ahora. En el 
caso de algunos de sus dirigentes, su comportamiento fue directamente bochornoso 
(caso de Esperanza Aguirre en Madrid, por ejemplo, que promovió activamente una 
campaña en la calle recogiendo firmas contra la medida). El visionado de las 
intervenciones mediáticas de los dirigentes del PP entonces resulta demoledor para su 
credibilidad, y debería conllevar la asunción de responsabilidades a nivel político. Los 
ciudadanos se merecen una disculpa por la trivialización interesada y partidista que 
hizo el PP en esta materia, como en otras. 
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Rebaja de cotizaciones sociales, de un punto en 2013 y otro adicional en 2014  
Esta es una reivindicación tradicional de la patronal española y de los expertos y 
organismos internacionales con una visión neoliberal de la economía. Se supone 
que la medida busca incentivar la contratación y la competitividad empresarial a través 
de la rebaja de costes laborales que supone la minoración de las cuotas sociales. Pero 
este argumento es absolutamente inconsistente, y más en la situación actual, 
por varias razones: 

− Si el Gobierno afirma que el problema esencial de la economía española es el 
déficit, y toda la estrategia de recortes brutales en el gasto y la intensa subida de 
impuestos que ha acometido tienen esa justificación, ¿cómo se explica que 
aplique simultáneamente una medida que tiene un coste recaudatorio muy 
importante? El Gobierno estima el coste de esta rebaja en 5.000 millones de euros 
hasta 2014, pero podría ser mayor (un punto de cotizaciones sociales equivale a 
unos 3.000 millones de euros). 

− ¿Cómo se explica igualmente que proponga esta merma de los ingresos de la 
Seguridad Social y a la vez proponga el adelanto del factor de sostenibilidad 
incluido en el modelo de pensiones pactado en 2011, que supondrá un recorte de 
las pensiones? 

− La crisis actual no es de oferta (costes empresariales elevados), sino de demanda 
(retraimiento del consumo y la inversión), por lo que la rebaja de cotizaciones no 
ataca las causas de la crisis y su impacto será nulo. Por mucho que se 
reduzcan los costes a las empresas, si no venden, ni mejorarán sus resultados ni 
contratarán. 

− La relación entre rebaja de cotizaciones e impulso al empleo es muy débil 
empíricamente, y no existen evidencias al respecto, ni siquiera en circunstancias 
más propicias. Nada asegura que la rebaja de costes se traduzca en una 
reducción de los precios de los productos, y por tanto en una mejora de la 
competitividad empresarial vía precios. De hecho, las empresas de muchos 
sectores resguardados de la competencia internacional (esencialmente servicios 
directos a los consumidores) lo que vienen haciendo en nuestro país ante las 
rebajas de costes es mantener sus precios y elevar sus márgenes de beneficio. La 
experiencia en nuestro país en este sentido no es positivas: en 1995 ya se exploró 
la vía de subir el IVA y simultáneamente reducir las cotizaciones, sin que se 
produjeran los efectos positivos pretendidos. 

En consecuencia, la medida es absolutamente inapropiada en la situación actual, y 
se trata de una concesión irresponsable a la patronal de nuestro país.  

Otras medidas en materia de impuestos  

− Eliminación de la deducción por vivienda para los nuevos compradores a partir de 
2013: es positivo, porque hay evidencia suficiente que señala que esta deducción 
se traduce en un aumento equivalente de los precios de la vivienda, por lo que su 
impacto favorable se pierde. La cuestión es, ¿por qué la recuperó el Gobierno en 
diciembre, cuando todos los expertos y la propia Comisión Europea ya decían que 
era contraproducente? Otra incoherencia del Ejecutivo en materia fiscal, que da 
idea de su nula visión estratégica en esta materia. 

− Aumento de las retenciones a profesionales y autónomos, que pasan del 15% al 
21%. En las circunstancias actuales, en la que la crisis también ha afectado muy 
intensamente a los trabajadores autónomos, una mayor retención puede agravar 
aún más los problemas de liquidez que ya poseen, sin que la medida ataque los 
problemas reales de la tributación de estos contribuyentes, cuya aportación es 
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mucho más reducido que la de las rentas del trabajo, y en la que se concentra un 
importante volumen de fraude. Lo que se debería hacer es afrontar un cambio 
global del régimen de tributación de este colectivo, de forma que contribuyan en 
mayor medida según su capacidad de pago.  

− Subida de la imposición sobre el tabaco: como toda la imposición sobre consumos 
que generan efectos perjudiciales, cabe estudiar una elevación de su imposición. 
En todo caso, hay que recordar que en las medidas aprobadas en el mes de 
diciembre ya se reestructuró este impuesto, determinando un aumento por el que el 
Gobierno estimó un incremento recaudatorio de 150 millones de euros. 

− Modificaciones en el Impuesto de Sociedades: en términos generales, suponen la 
limitación o eliminación de algunas deducciones y el aumento de los pagos 
fraccionados, y constituyen medidas positivas, puesto que aumentan algo la 
aportación de las empresas, que en los últimos años se había desplomado. De 
2007 a 2011 la recaudación del IS cayó un 63%, y el tipo efectivo medio que pagan 
las empresas se situó en el 17% (2010). 

 
Medidas en materia de empleo 
Lo primero que cabe decir es una evidencia, pero al parecer no para el Gobierno: que 
el principal problema de nuestro país es que no hay empleo, ni en el sector 
privado ni, a partir de ahora, en el sector público. El Gobierno utiliza el aumento de los 
empleados públicos en los últimos años como si fuera algo negativo, cuando es todo lo 
contrario. Supone más cotizantes, más ingresos púbicos, más consumo,  más riqueza 
nacional. Si en lugar de aumentar los empleados públicos en el periodo de destrucción 
de empleo en el sector privado se hubieran reducido, el número de desempleados 
ya superaría los 6 millones y la depresión de la economía sería aún más 
profunda, lo que tampoco hubiera mejorado el déficit público. 
Si se recortan las posibilidades de consumo de los ciudadanos (reduciendo los 
salarios de los empleados públicos, destruyendo empleo y eliminando o 
reduciendo prestaciones por desempleo), la recuperación cada vez está más 
lejana. 
Eliminación de las bonificaciones a la contratación, excepto las ligadas al nuevo 
contrato (mal llamado) de emprendedores 
En la legislatura anterior ya se abordó la revisión de buena parte de las bonificaciones 
a la contratación, que constituyen una política de empleo costosa y de escasa eficacia. 
Pero el Gobierno deberá detallar y cuantificar con mayor precisión las bonificaciones 
que elimina y el ahorro obtenido.  

En todo caso, UGT se opone al nuevo contrato mal llamado de emprendedores, 
que no es sino un contrato precario que nada tiene que ver con el fomento y la 
estabilidad del empleo. Por eso, nuestra propuesta es que se elimine, y con él 
también las subvenciones que lo acompañan.  
Por otro lado, hay que decir que el hecho de que las bonificaciones no sean un 
instrumento adecuado no quiere decir que nuestro país no precise dedicar recursos a 
las políticas de empleo. Cerca de seis millones de desempleados constituyen el 
argumento más irrebatible. 

El gasto que en España se destina a las políticas laborales, respecto a la proporción 
de desempleados, se sitúa por debajo de los principales países europeos: el 1,1% 
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(gasto en %del PIB respecto a la tasa de paro), frente al 1,5 de Alemania, el 1,6 de 
Francia o el 1,9 de Dinamarca, antaño ejemplo de todas las comparaciones laborales. 

En el caso de las políticas activas de empleo (prácticamente desaparecidas de los 
Presupuestos Generales del Estado, tras un recorte de 1.500 millones), el último año 
disponible, 2010, arroja un gasto del 0,9% del PIB, lo que relativizado por la tasa de 
paro, supone un 0,05, lejos del 0,18 de Alemania, el 0,15 de Francia o el 0,29 de 
Dinamarca. 

Reducción de las prestaciones por desempleo 
Se trata de una agresión en toda regla al sistema de protección social de nuestro 
país, y precisamente golpeando a aquellos trabajadores que más están sufriendo el 
impacto de la crisis, los que han perdido su puesto de trabajo.  

En primer lugar hay que decir que España gasta menos que sus socios europeos en 
materia de las políticas pasivas  de empleo (donde se incluyen, en algunos casos de 
forma exclusiva, las prestaciones por desempleo). Cuando se ajusta el gasto según la 
tasa de desempleo, el 3,1% del PIB que dedica España se traduce en un 0,15, igual 
que en Francia, mientras que en Alemania esta cifra es del 0,18, y en Dinamarca, del 
0,21. 

Por tanto, no es cierto que en España haya un excesivo gasto destinado a las 
políticas laborales, tan necesarias además en esta situación de constante incremento 
del desempleo sin perspectivas de que la situación económica cambie y permita 
recuperar atisbos de creación de empleo sin estímulos. 

Tampoco es cierta la supuesta excesiva generosidad del sistema de 
prestaciones por desempleo que se pretende modificar. En la comparación 
internacional, la duración máxima es similar en España a otros países, pues en 
Alemania puede ser hasta 2 años, lo mismo que en Dinamarca o Francia, donde 
además se puede alargar para los desempleados de más edad. En lo que respecta a 
la cuantía, para empezar, la comparación salarial ya nos da una idea: en Alemania, 
en 2010, el salario medio bruto anual a tiempo completo (en paridades de poder 
adquisitivo, es decir, eliminado los efectos de la inflación) alcanzaba los 40.687, 
mientras en los Países Bajos era de 42.609; en el año 2009, en Francia era de 
31.110 y en España, de 26.913 (datos de Eurostat). 

La cuantía de la prestación se calcula a partir del último salario percibido, siendo el 
70% de la base reguladora los primeros 6 meses y, hasta ahora, el 60% a partir de 
entonces. La reforma aprobada rebaja esta última cuantía al 50% para los nuevos 
desempleados en nuestro país. En Dinamarca, es el 90% para las rentas más bajas 
durante todo el periodo; en Francia es un 40,4% durante todo el periodo; en los Países 
Bajos es un 75% los dos primeros meses y el 70% el resto del tiempo (hasta un 
máximo de 38 meses). Luego tampoco queda clara la desproporcionada generosidad 
que se achaca al sistema español. 

La reducción de la cuantía del 60% al 50% de la base reguladora del salario 
anterior supondrá una disminución de renta para el 90% de los perceptores de 
prestaciones. Teniendo en cuenta que el periodo medio de derecho es de 17,6 
meses, la rebaja a partir del sexto mes, en caso de agotarse los periodos de derecho, 
supone una importante merma en la cuantía total a percibir por prestación contributiva. 

Otro aspecto que hay que tener en cuenta, y que va a afectar a todos los perceptores 
de prestaciones por desempleo, y que suponen una disminución más de sus rentas, es 
el aumento de las cotizaciones sociales, que pasan del 65% al 100%, y que por lo 
tanto es una nueva disminución de su nómina de prestaciones. 
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Reducir la cuantía de las prestaciones por desempleo para los nuevos 
perceptores no permitirá que encuentren empleo antes, que es la excusa para 
devaluar aún más las condiciones de vida y acelerar el aumento del umbral de 
pobreza en nuestro país.  

El Real Decreto establece que la Entidad Gestora, “podrá suspender el abono de las 
prestaciones por desempleo cuando se aprecien indicios suficientes de fraude, en el 
curso de las investigaciones realizadas por los órganos competentes en materia de 
lucha contra el fraude”. Por lo tanto, ya no es necesario que se pruebe el 
incumplimiento para proceder a la sanción; la simple sospecha es motivo suficiente 
para proceder a la suspensión. 

Se castiga también la salida de los perceptores de prestaciones al extranjero por 
cualquier motivo o duración, interrumpiendo la inscripción como demandante de 
empleo. En los supuestos en que se interrumpa la demanda de empleo se exigirá un 
periodo ininterrumpido de 12 meses desde la nueva inscripción. 

Como hemos venido denunciando, el número de sanciones a los desempleados por 
parte del Servicio Público de Empleo Estatal desde enero de 2012 a 30 de abril de 
2012 por incumplimiento o renuncia a realizar acciones de mejora de su ocupabilidad, 
es de 1.127, lo que equivale a un 0´021% del total de perceptores de prestaciones. A 
pesar de estos datos, facilitados por el propio Servicio Público de Empleo Estatal, se 
introducen estas modificaciones que no tienen una razón fundada, sino que más bien 
parecen una maniobra burda para disminuir aún mas el número de perceptores 
de prestaciones por desempleo. 

Todas estas medidas no impulsarán, como dice el presidente de Gobierno, la 
búsqueda activa de empleo. La búsqueda de empleo no es la causa de que el 50% 
de los desempleados lo sean de larga duración (más de un año). El problema es que 
no hay empleo porque no hay actividad económica. 
La tasa de cobertura de la prestación, es decir, la proporción de desempleados que 
cobran algún tipo de prestación respecto al total de desempleados, sigue 
reduciéndose mes a mes: en mayo era del 65,4%, cuando en mayo de 2010 (en plena 
etapa de destrucción de empleo) era del 78,2%. Es decir, cada vez menos 
desempleados están cubiertos por prestaciones y eso no ha estimulado la creación de 
empleo. 

La modificación o eliminación de los subsidios especiales (Renta Activa de 
Inserción, mayores de 55, mayores de 45), va a incidir negativamente en la 
protección de miles de desempleados.  

Según los últimos datos disponibles, de los 234.397 beneficiarios que en el mes de 
abril cobraban la Renta Activa de Inserción, 209.874 habían accedido a ella sin haber 
tenido un empleo previamente, lo que supone el 90% de los perceptores de esta renta. 
La eliminación del acceso a este colectivo supone su práctica eliminación. 

La eliminación del subsidio especial para mayores de 45 años, que tras haber 
agotado la prestación contributiva, acceden a la asistencial,  merma la renta de 
165.228 perceptores (el 31% de los que acceden a la prestación asistencial por 
agotamiento de la contributiva). 

Si la modificación que se propone para el subsidio que hasta ahora cobran los 
mayores de 52 años supone elevar la edad hasta los 55 años se estaría rebajando la 
cuantía a 132.000 perceptores. 
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A todas estas medidas hay que añadir, además, la más que probable eliminación del 
Programa PREPARA en el mes de agosto, y que podría afectar entre 180.000 y  
200.000 desempleados 

Es decir, se estaría rebajando (o eliminando en algún caso) la percepción de 
507.000 perceptores de prestaciones por desempleo (687.000 si incluimos a los 
beneficiarios del programa de empleo PREPARA y que reciben una ayuda de 400 
euros), siempre y cuando la evolución del desempleo fuera como la actual, lo que es 
poco probable a la vista de las medidas adoptadas, que provocarán una nueva oleada 
de destrucción de puestos de trabajo. 

Reducción de la acción protectora del FOGASA 
Pasa en materia de salarios del triple del SMI y 150 días al doble y 120 días, y en el 
caso de las indemnizaciones, del triple al doble. 

Aumento de la base máxima de cotización de los asalariados en 5 puntos, y en 
un punto la mínima de los autónomos 
Se trata de una medida que debería abordarse en el seno del Pacto de Toledo, puesto 
que afecta a la financiación del sistema de Seguridad Social. 

 
Recortes en la protección social (distintos de la protección por 
desempleo) 
Recorte del sistema de dependencia, revisando el baremo y las prestaciones 
económicas  

Las medidas adoptadas suponen abrir una grieta fatal en la ley de dependencia, 
faltando aún 3 años para su total implantación. Con las modificaciones que se han 
aprobado en el Consejo de Ministros asistimos a una fragmentación de una ley que se 
aprobó por mayoría absoluta y con el apoyo y consenso de todos los grupos sociales y 
políticos.  

Para UGT, estas medidas suponen un atentado contra los derechos sociales 
reconocidos en una ley histórica que marcó un hito en los servicios sociales y en la 
política social, atendiendo las necesidades específicas de aquellas personas que lo 
requieran y avanzando en la consolidación de nuestro Estado de Bienestar. 

Con esta ley avanzamos en la configuración de un marco estable de servicios sociales 
para atender de forma integral e integrada a los ciudadanos que lo requieran. ¿Cómo 
podemos atender íntegramente a las personas en situación de dependencia, 
paralizando la aplicación de la ley, estableciendo una incompatibilidad completa de las 
prestaciones o reduciendo el número de horas de atención en el domicilio, cuando 
éstas no eran suficientes para atender a los beneficiarios? 

Bajo el paraguas de la sostenibilidad económica, se pretende modificar el copago 
del beneficiario, sin que se haya hablado del verdadero grueso de la sostenibilidad 
del sistema que es la financiación, la aportación del nivel convenido por parte de la 
Administración General del Estado.  

La revisión de la prestación económica de cuidados en el entorno familiar, con 
intención de suspender el convenio especial realizado con la Seguridad Social, 
cambiar los criterios de los cuidadores informales, establecer como medidas de ahorro 
la modificación de las cuantías de las prestaciones económicas para cuidados en el 
entorno familiar. Estos son los recortes que le esperan a una ley de atención y 
cuidados; a una ley de derechos en la que se está hablando de desigualdad de la Ley, 
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de fraude de los cuidadores etc., con el único objetivo de justificar la modificación de la 
Ley, cuando lo único cierto es que el incumplimiento normativo responde a la dejadez 
de las Comunidades Autónomas a la hora de aplicar la normativa existente, y a 
desarrollar sus propias normas dentro de su ámbito competencial. 

Recorte de la Renta Básica de Emancipación 
Se reduce un 30%, pasando de 210 euros a 147 euros. Se une a la supresión de la 
misma para los potenciales nuevos beneficiarios que ya aprobó el Gobierno en 
diciembre, y supone otro empujón hacia la marginalidad de los jóvenes en 
España, precarizados laboral y socialmente. 
Eliminación de la subvención a créditos para vivienda protegida para nuevos 
beneficiarios: agravará el problema de la vivienda para aquellos con menores 
rentas, precisamente los más castigados por la crisis. 

 
Reforma de las Administraciones Públicas  
Modificación unilateral de las condiciones laborales y salariales de los 
empleados públicos 
Una vez más, el Gobierno carga el ajuste sobre los empleados públicos, 
devaluando aún más sus condiciones laborales, con varias medidas. Entre las 
principales: 

- Reducción del salario: Se suprime la paga extraordinaria de Navidad en 
2012, con lo que los empleados públicos sufren una nueva merma de 
sus retribuciones y en consecuencia de su poder adquisitivo, que se 
acumula a la registrada en años anteriores.  

- Aumento de la jornada: Se reducen drásticamente los días de libre 
disposición de todo tipo y los adicionales de vacaciones en función de la 
antigüedad.  

- Fomento de la movilidad entre distintos ámbitos de la Administración. 

- Recorte de derechos sindicales, a la vez que se posibilita la suspensión o 
modificación de convenios o acuerdos colectivos que afecten al personal 
laboral.  

- Recorte de la prestación por Incapacidad Transitoria y en la edad de 
jubilación.  

Reforma de la Administración Local 
Las medidas se mueven entre la demagogia y la obviedad, apuntando riesgos 
indudables de que se traduzcan en una merma de los servicios públicos que prestan a 
los ciudadanos. 

Es evidente que aumentar la “eficiencia y evitar duplicidades” en la función de las 
AAPP es un objetivo deseable siempre, por lo que debe formar parte de la práctica 
pública permanentemente. Este es un objetivo compartido por todo el mundo. Clarificar 
competencias es, en si mismo, positivo. Lo que no queda es si las actuaciones 
propuestas van en esa dirección. 

Por ejemplo, cómo se va a instrumentar el reforzamiento de la Diputaciones para que 
puedan centralizar la prestación de determinados servicios, y cómo van a acceder los 
ayuntamientos a los servicios públicos que precisa. Porque el problema de fondo no es 
que los ayuntamientos estén prestando servicios que en principio exceden de su 
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competencia (las denominadas competencias impropias), sino que se han visto 
obligados a hacerlo porque si no esos servicios no se estaban prestando y los 
ciudadanos los necesitan. Es decir, que lo primero es asegurar la prestación de los 
servicios por la Administración competente (lo que hasta ahora no ha sucedido), no 
eliminarlos del ámbito de los ayuntamientos sin haber definido y asegurado el mapa 
competencial de esos servicios y su efectiva aplicación.  

Por otro lado, es lamentable que este tipo de medidas, que suponen un cambio en la 
estructura y concepción de las AAPP y del sector público en sentido amplio, no se 
realice buscando el consenso con todas las fuerzas políticas y con diálogo con los 
interlocutores sociales, que son unos agentes de cohesión territorial indudable y cuya  
actividad está ligada en gran medida a esta dimensión.  

Reducción de alrededor de un tercio del número de concejales  

Medida demagógica, que puede en algunos casos suponer una pérdida de pluralidad 
democrática. 

Drástica reducción o eliminación de empresas públicas en el ámbito local 
Es preciso un detallado análisis de las funciones de estos entes, que debe ser 
explicado convenientemente a la sociedad, para evaluar efectivamente su necesidad y 
eficiencia. Y, en particular, debe explicitarse el coste en términos de empleo que 
tendrán estas decisiones. 

 

Otras medidas presupuestarias de gasto  
Nuevo ajuste en las partidas de gasto de los Ministerios de 600 millones de 
euros  
A falta de conocer su concreción, lo cierto es que parece difícil que después del ajuste 
acometido en los PGE, de 13.000 millones, exista margen para mayor recorte. En 
total, se va a reducir el Presupuesto de los Ministerios en un 18% respecto del inicial 
de 2011. Es la plasmación de la política de inanición de la actuación pública que está 
alimentando la recesión. Menos gasto supone menos demanda y menos inversión, y 
en consecuencia menos actividad y más paro. 

 

Reformas sectoriales y liberalizaciones 
Se han aprobado también medidas de liberalización en distintos sectores: comercio 
(horarios y condiciones del período de rebajas); transportes (aeropuertos y sector 
ferroviario); Ley de costas, cuyo contenido e impacto será analizado con detalle más 
adelante por las implicaciones sectoriales que posee, para poder emitir así una 
valoración integral adecuada. 


